


































































































15/9/23, 12:47 Recurso de reposición Resolución 6015 del 31 de agosto de 2023: correspondencia.SedeNacional - Outlook

about:blank 1/1

Recurso de reposición Resolución 6015 del 31 de agosto de 2023  

Jue 14/09/2023 14:28

No suele recibir correos electrónicos de camiloarenas@cedesnid.org.co. Por qué esto es importante

Doctora
ASTRID ELIANA CÁCERES CÁRDENAS
Directora General
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR

Apreciada doctora:

En el documento adjunto encontrará el recurso de reposición contra la resolución citada en el asunto.

Cordialmente

--
CAMILO ALBERTO ARENAS RENDÓN
FUNDACIÓN CEDESNID
CEL. 3102461104

C Camilo Alberto Arenas Rendón <camiloarenas@cedesnid.org.co>      

Para: ICBF Atencion al Ciudadano; correspondencia.SedeNacional; Notificaciones Actos Admin

recurso de reposición (Recuper…
297 KB



Responder Responder a todos Reenviar


Eliminar Archivar Informar  Responder Responder a todos Reenviar  Leído / No leído



 

Calle 95 N° 47-08 oficina 301 barrio la Castellana  
Conmutador: 368 35 99 – Fax: 368 35 97 Ext: 102 

Bogotá – Colombia – Suramérica 
contacto@cedesnid.org.co 

www.cedesnid.org.co 

 
 

Bogotá D. C.,  
 
 

Doctora 
ASTRID ELIANA CÁCERES CÁRDENAS 

Directora General 
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

Ciudad 
 
 

Asunto: Recurso de reposición contra la resolución N°6015 del 31 de agosto de 
2023 

 
 
Apreciada Doctora: 

 
 

CAMILO ALBERTO ARENAS RENDÓN, en mi reconocida calidad de representante 
legal de la fundación Centro de Estimulación, Nivelación y Desarrollo CEDESNID, 
destinataria del acto administrativo citado en el asunto, dentro del término legal 

acudo a su Despacho para interponer y sustentar RECURSO DE REPOSICIÓN en 
contra de la decisión principal contenida en el mismo, de imponer a esta 

institución una sanción consistente en la suspensión de una licencia de 
funcionamiento por el término de un mes. 
 

Tanto en el escrito que se presentó dentro del término señalado para los 
descargos como en el alegato de conclusión, señalé que el presente proceso 

administrativo sancionatorio era improcedente puesto que violaba, de principio 
a fin, el derecho fundamental al debido proceso establecido en el artículo 29 de 
la Constitución Política de Colombia. 

 
En apoyo de mi argumentación, cité jurisprudencia de la Corte Constitucional y 

del Consejo de Estado, así como conceptos de la Sala de Consulta de este último 
tribunal; a través de las citas de las piezas jurisprudenciales demuestro que 
estos órganos de cierre reconocen que es la ley y solo la ley en sentido material 

y estricto, la fuente de las competencias sancionatorias para las autoridades 
administrativas. En casos como la jurisprudencia sobre las competencias del 

Ministerio de Educación y las del Instituto Nacional de Pesca y Acuicultura, está 
claro que las facultades otorgadas en la ley a esas entidades para adelantar 
procesos sancionatorios y determinar las faltas y las sanciones (a través de los 

denominados “tipos en blanco”), es la fuente de dicha competencia. En otros 
casos, por ejemplo, en el caso del Ministerio del Transporte, tal competencia no 

existía por ser establecida en normas que no tienen el carácter de ley. 
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Por supuesto, estas menciones jurisprudenciales tienen por propósito demostrar 
que hay suficiente motivo para comprender cuál debe ser el alcance de la ley 

para configurar constitucionalmente la atribución sancionatoria. 
 

No obstante, su equipo de sustanciadores, revisores y aprobadores, decidió 
apartarse de forma torticera de la interpretación jurisprudencial del mencionado 

artículo constitucional. 
 
Efectivamente, del acto administrativo que impone la sanción se colige que ese 

equipo desconoce la importancia y el valor legal que la jurisprudencia de los 
tribunales de cierre tiene frente al cumplimiento de la Constitución y la ley o, 

simplemente, no le importa. 
 
Es así como manifiesta que las funciones de vigilancia y control están radicadas 

en los órganos de control y en el Presidente. En las páginas 15 y 16 de la 
Resolución manifiesta que:  

 
“Sobre los escenarios argumentativos mencionados, el Despacho advierte que 
la Constitución Política en su artículo 209 establece los principios en los que se 

fundamenta la función administrativa y, señala como tales la igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 

Para lograr lo anterior, es fundamental que existan mecanismos de control del 
ejercicio de la administración pública, que verifiquen que las actuaciones 
estatales se realicen conforme a los principios referidos. No obstante lo anterior, 

las funciones de vigilancia y control no solo se encuentran radicadas en cabeza 
de los órganos de control de conformidad con la Constitución Política, el 

Presidente de la República también tiene la facultad de ejercer esta inspección, 
vigilancia y control sobre la administración que él preside a través de la 
delegación que hace en organismos de carácter administrativo como las 

superintendencias. Así mismo, tiene la facultad de ejercerla sobre las 
instituciones de utilidad común, para que sus rentas se conserven y en todo lo 

esencial se cumpla con voluntad de los fundadores". 
 
Luego de hacer un recuento de los contenidos de las leyes 75 de 1968, 7 de 

1979 y el decreto 361 de 1987 insiste en que es necesario ejercer inspección y 
vigilancia a voces del artículo 16 de la ley 1098 de 2006 y que las mismas tienen 

fundamento en la Constitución y la ley. 
 
En la página 17 señala que, en consecuencia, TODAS las actuaciones 

administrativas en el marco del presente proceso se han desarrollado bajo los 
parámetros  del artículo 21 literal 8 (sic) de la ley 7 de 1979; artículo 16 de la 

ley 1098 de 2006 y, especialmente, del procedimiento y términos establecidos 
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en los artículos 47 y 55 de la ley 1437 de 2011 “…dando así cumplimiento al 
principio de legalidad consistente en que el ejercicio del poder no puede 
corresponder a la voluntad particular de una persona…” 

 
En la página 18 afirma que “Es decir que, si bien es cierto en materia de derecho 

administrativo sancionatorio, el legislador debe establecer unos criterios 
generales para la graduación de la sanción, está claro que este delega parte de 

la regulación al ejecutivo a través de unas directrices que posteriormente puedan 
desarrollarse mediante actos administrativos. Es decir, el principio de legalidad 
en materia sancionatoria no se quebranta cuando el legislador encomienda al 

ejecutivo la reglamentación de componentes de una sanción, siempre y cuando 
esta reglamentación se haga sobre la base de unos parámetros predefinidos en 

la ley. 
El ICBF adelanta los procesos administrativos sancionatorios con base en las 
leyes preexistentes, debido a que el parámetro de las sanciones se encuentra 

materializado en la ley 7 de 1979 y ley 1098 de 2006, el procedimiento que se 
lleva a cabo es el establecido en la ley 1437 de 2011 y las faltas reglamentadas 

en la resolución 3899 de 2010”. 
 
Usted y yo, señora Directora, sabemos bien que la ignorancia de la ley no sirve 

de excusa; pero su sanedrín de expertos en derecho sancionatorio debería saber, 
además, que la comprensión de las normas constitucionales está regida por unos 

criterios muy claros expresados por los tribunales de cierre, en especial de la 
Corte Constitucional, que tiene las responsabilidades de guardiana e intérprete 
de la Constitución. Veámoslo así: 

 
1. En el acto administrativo sancionatorio que pusieron para su firma, no 

abordan el problema de las competencias como fue planteado en el escrito 
que respondió a la apertura del proceso sancionatorio y, en su lugar, 
decidieron hacer una disquisición sobre otro tema muy distinto. He venido 

planteando que el presente proceso administrativo sancionatorio viola de 
manera flagrante el artículo 29 constitucional que establece el derecho 

fundamental al debido proceso y expliqué, con sustento en variada 
jurisprudencia constitucional y del Consejo de Estado, que las facultades 
sancionatorias solo son constitucionales y legales cuando están 

contenidas en una ley (entendida esta en su sentido material, es decir, la 
expedida por el Congreso de la República en ejercicio de sus facultades o 

por el ejecutivo en ejercicio de facultades expresas y limitadas otorgadas 
por el mismo Congreso, norma esta que se denomina decreto ley); señalé 
que, como lo impone la jurisprudencia, no solamente es necesario que se 

otorgue la facultad sancionatoria sino que la ley debe establecer cuáles 
son las conductas sancionables en cada caso y cuáles son las sanciones 

que se pueden imponer; así mismo (y con jurisprudencia en mano) señalé 
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que es posible que las faltas y las sanciones pueden establecerse por 
remisión a otras normas, pero que deben quedar claros los criterios para 
la determinación de la falta y el quantum de la sanción (por simple vía de 

ejemplo, la ley podría decir que constituye falta el incumplimiento de los 
numerales 1,2,3,4 de la norma técnica colombiana NTC-0000 de 2014 y 

que el mismo podrá ser sancionado con multas de uno a diez salarios 
mínimos o el cierre temporal o definitivo del establecimiento). 

La resolución que ahora recurro decidió, en su lugar, hacer una serie de 
divagaciones sobre la facultad de inspección y vigilancia de ciertas 
actividades por parte del Estado y citan en su favor el artículo 209 de la 

Constitución Política. 
El citado artículo, a la letra, dice: “ARTICULO 209. La función 

administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla 
con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 

descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el 

adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, 
en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los 
términos que señale la ley”. 

Como puede usted comprender, este artículo no hace referencia a las 
funciones de inspección y vigilancia sino a los criterios que rigen la función 

administrativa del Estado. 
Si de las facultades de inspección y vigilancia se trata, el artículo que han 
debido citar es el 188 numeral 22, que a la letra señala: “ARTÍCULO 189. 

Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe de 
Gobierno y Suprema autoridad administrativa: (…) 22. Ejercer la 

inspección y vigilancia de la prestación de los servicios públicos”. Porque, 
ni siquiera habrían podido citar el numeral 26 del mismo artículo porque 
la inspección sobre las instituciones de utilidad común solo tiene como 

finalidad asegurar que se conserven y apliquen adecuadamente sus rentas 
y se cumpla la voluntad de los fundadores. 

Pero, además, han debido hacer referencia al artículo 150 ibidem, que 
dispone que al Congreso de la República le compete, entre muchas otras 
funciones, la de expedir las normas a las cuales debe sujetarse el 

Gobierno para el ejercicio de las funciones de inspección y vigilancia que 
le señala la Constitución (Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las 

leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones: (…) 8) expedir 
las normas a las cuales debe sujetarse el gobierno para el ejercicio de las 
funciones de inspección y vigilancia que le señala la Constitución.) 

Podría aquí seguir enumerando las apreciaciones vacías de fundamento 
jurídico (como que, según dice la resolución, el presidente de la República 

puede delegar en otros funcionarios, por ejemplo, los superintendentes, 
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las funciones de inspección y vigilancia. No, esa delegación no la hace el 
Presidente, la hace la ley). Mi argumentación no es vacía y falaz como la 
del Despacho; la mía obedece a la técnica y al criterio trazado por la Corte 

Constitucional. 
¿CÓMO DEBE ENTENDERSE E INTERPRETARSE LA CONSTITUCIÓN? La 

sentencia C-535/12 MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo señala que: 
“Conforme lo ha señalado de manera reiterada esta Corporación, la 

Constitución Política es un texto armónico y coherente, que como tal, debe 
ser interpretado de manera sistemática, teniendo en cuenta, además, los 
propósitos y objetivos perseguidos por el constituyente[11]. Sobre este 

particular, en la Sentencia SU-1122 de 2001, la Corte tuvo oportunidad 
de precisar que la Carta “ha de entenderse como un texto que goza de 

unidad, de suerte que no resulta posible seleccionar caprichosamente las 
consecuencias normativas que resulten favorables o desfavorables para la 
solución de un problema puntual. Por el contrario, la solución de las 

controversias jurídicas de interés constitucional, exige que le sean 
aplicados al caso controvertido, todas las consecuencias –mandatos, 

permisiones, prohibiciones y diseños estructurales- previstos en la Carta”. 
  
 En ese orden de ideas, la propia jurisprudencia ha dejado sentado que la 

Constitución, vista como un sistema de normas límite, que guardan 
correspondencia lógica entre sí, tiene que ser abordada, para efectos de 

su interpretación y aplicación, conforme a los principios de 
unidad  constitucional y de armonización, de tal manera “que la aplicación 
de una norma superior no debe contradecir o agotar el contenido de otras 

disposiciones constitucionales, sino que debe buscarse, en lo posible, 
interpretaciones que permitan la máxima efectividad de todas las normas 

de la Constitución”[12].  
5.3. El principio de la unidad constitucional, como se ha dicho, exige la 
interpretación de la Constitución como un todo armónico y coherente, por 

oposición a una interpretación aislada o contradictoria de las disposiciones 
que la integran. Lo que manda este principio es que la Constitución sea 

vista y entendida como una unidad, como un sistema con sentido lógico y, 
por tanto, que sus disposiciones no sean abordadas a partir de una visión 
puramente individualista de sus textos. En cuanto al principio de 

armonización, el mismo implica la mutua delimitación de los bienes 
contrapuestos, mediante la concordancia práctica de las respectivas 

normas constitucionales, de manera que se garantice a todas ellas su 
máximo nivel de eficacia y efectividad[13]. Es normal que, por su condición 
de normas de textura abierta, las disposiciones constitucionales puedan 

verse en situación de tensión recíproca, al momento de su aplicación e 
interpretación. Por ello, se hace necesario que las mismas sean 
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armonizadas y puestas en concordancia las unas con las otras para lograr 
su optimización, cuando las circunstancias así lo exijan.” 
 

En este orden de ideas, es claro que el ejercicio de la potestad 
sancionadora del Estado debe cumplir los preceptos del artículo 29 de la 

Constitución y, en consecuencia, debe  estar vertido en una ley expedida 
por el legislativo al amparo del artículo 150 numeral 8 de la misma 

Constitución; es decir, que para el ejercicio de las competencias de 
inspección y vigilancia que la Constitución le asigna al ejecutivo, es 
necesario que las mismas le hayan sido otorgadas por una ley que, además 

debe ser clara en cuanto a las faltas y las sanciones y el funcionario 
competente para imponerlas. 

 
No mueve a duda que hay, además, un margen flexible para la 
determinación de las faltas y las sanciones, como lo advierte la sentencia 

C 170 de 2011 MP Jaime Córdoba Triviño: “En este sentido si se considera 
que la palabra ley utilizada en el artículo 29 de la Constitución atiende 

exclusivamente a las normas proferidas por el Congreso sería preciso 
afirmar que en la enumeración, previamente descrita, se encuentra 
prohibida la concesión de facultades extraordinarias al ejecutivo para 

expedir normas relacionadas con todas las formas del poder sancionador 
que puede ser punitivo, policivo, tributario, disciplinario y correctivo. Esta 

conclusión no se deriva de la reserva de ley prevista para el legislador 
ordinario en el numeral 10° del artículo 150. 
 (…) 

En repetidas ocasiones la Corte ha reconocido la constitucionalidad de las 
facultades extraordinarias otorgadas al ejecutivo para proferir normas que 

establecen sanciones y de los decretos ley con contenido sancionador[4]. 
  

“Corresponde entonces, al legislador ordinario, en ejercicio de la cláusula 

general de competencia (art. 150 C.N.), o al legislador extraordinario, 
debidamente facultado para ello, dictar regímenes penales de cualquier 

índole (disciplinaria, contravencional, administrativa, penal etc.) 
señalando el procedimiento para la aplicación de las sanciones que allí se 
contemplen. Sin embargo, no sobra recordar que el Congreso no puede 

otorgar facultades al Presidente de la República, para expedir códigos, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 150-10 del Estatuto Superior. 

  
Así las cosas, bien podía el Congreso, sin violar disposición constitucional 
alguna, otorgarle facultades extraordinarias al Presidente para expedir el 

régimen sancionatorio aplicable a las infracciones cambiarias y el 
procedimiento para su aplicación, en los asuntos de competencia de la 
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Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, como se contempla en la 
norma impugnada [5].” 

 El uso de la palabra ley en el artículo 29 en primer lugar no puede entenderse 

exclusivamente como las normas proferidas por el legislador ordinario. Pero 
frente a las facultades extraordinarias es preciso aclarar que en la Constitución 

de 1991 además, de estar sujetas a la cláusula de reserva de ley estas facultades 
cuando se confieren en especial para proferir normas relativas al derecho 

sancionador, no son ilimitadas [6] y además, frente a su concesión la Corte ha 
dicho que la razón obedece a la distinción que se hace de la intensidad de 
afectación de los derechos de las personas que varía entre el derecho penal y 

las sanciones administrativas. 
  

“El derecho administrativo, a diferencia de lo que sucede en el derecho penal, 
suele no establecer una sanción para cada una de las infracciones  administrativas 
que se presente, sino que se opta por establecer clasificaciones más o menos 

generales en las que puedan quedar subsumidos los diferentes tipos de 
infracciones. Para el efecto, el legislador señala unos criterios que han de ser 

atendidos por los funcionarios encargados de imponer la respectiva sanción, 
criterios que tocan, entre otros, con la proporcionalidad y razonabilidad que debe 
presentarse entre la conducta o hecho que se sanciona y la sanción que pueda 

imponerse, lo que le permite tanto al administrado como al funcionario 
competente para su imposición, tener un marco de referencia cierto para la 

determinación de la sanción en un caso concreto[7] .” 
La remisión constituye una forma por medio de la cual el legislador incorpora a la 
ley un texto diferente, esto significa que tal y como los otros asuntos que trata la 

ley, el texto al que se remite es el que en el presente existe y el legislador ha 
considerado apropiado para incorporar a la ley y por ende los cambios al 

mencionado texto deberán hacerse por cuenta del mismo legislador tal y como se 
modifica, deroga o se crea otra ley. En ningún momento es posible considerar que 
por hacer la remisión a un determinado decreto reglamentario, este envío concede 

al ejecutivo facultades para cambiar el procedimiento en uso de facultades 
reglamentarias. La remisión que se hace al procedimiento establecido en el 

Decreto 1594 de 1984 significa justamente lo que el término remisión indica, se 
entiende que el envío querido por el legislador es frente al procedimiento 
establecido por el mencionado Decreto, plenamente identificable, de manera clara 

e inequívoca tal y como fue reglamentado en su oportunidad y no cualquier 
procedimiento que pueda el ejecutivo en uso de facultades reglamentarias 

expedir. Considerar que la remisión habilita al ejecutivo para cambiar el 
procedimiento sí constituye una violación al principio de legalidad y a la reserva 
de ley porque el legislador ordinario habría hecho un traslado indefinido e ilimitado 

de la potestad legislativa frente al juzgamiento administrativo de los ciudadanos 
en materia ambiental. Acto que desconocería el principio de legalidad y la facultad 
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de legislar conferida por el artículo 150 y los requisitos exigidos para conferir 
facultades extraordinarias previstos en el numeral 10º de mismo artículo”. 

 

Estando claro en el expediente que la facultad de inspección y vigilancia es diferente 
del poder sancionador y que para que este pueda reputarse garante del derecho 

constitucional fundamental al debido proceso establecido en el artículo 29 superior, ese 
poder sancionador debe haberse deferido por una ley o por un decreto ley. Ninguna 

otra norma podría conferirlo. 
 
Habiendo citado tan abundante jurisprudencia, no debería haber ninguna duda en 

cuanto a la ausencia de facultades sancionadoras por parte del ICBF, pues lo que el 
Despacho quiere hacer aparecer como fuente legal de la competencia no lo es porque 

no cumple con los criterios señalados en el tantas veces mencionado artículo 29 y el 
desarrollo que de él ha hecho el tribunal constitucional. 
 

Reitero también que la exigencia de que se tenga en cuenta la jurisprudencia no es 
más que el cumplimiento de una pauta de la misma Corte. 

 
Además de lo que ya se ha dicho sobre el particular, es preciso recordar la 
sentencia SU-354/17 MP Iván Humberto Escrucería Mayolo, en la que señala: 

“En sede de tutela, esta Corporación también se refirió a este asunto en la 
sentencia T-260 de 1995, oportunidad en la que sostuvo lo siguiente:  

  
“Es verdad que, como esta Corporación lo ha sostenido repetidamente, 
uno de los principios de la administración de justicia es el de la autonomía 

funcional del juez, en el ámbito de sus propias competencias (Cfr. Corte 
Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-543 del 1 de octubre de 1992), 

pero ella no se confunde con la arbitrariedad del fallador para aplicar los 
preceptos constitucionales. Si bien la jurisprudencia no es obligatoria 
(artículo 230 de la Constitución Política), las pautas doctrinales trazadas 

por esta Corte, que tiene a su cargo la guarda de la integridad y 
supremacía de la Carta Política, indican a todos los jueces el sentido y los 

alcances de la normatividad fundamental y a ellas deben atenerse. 
Cuando la ignoran o contrarían, no se apartan simplemente de una 
jurisprudencia -como podría ser la penal, la civil o la contencioso 

administrativa- sino que violan la Constitución, en cuanto la aplican de 
manera contraria a aquélla en que ha sido entendida por el juez de 

constitucionalidad a través de la doctrina constitucional que le 
corresponde fijar”[10]. 
Más adelante, la Corte señaló que las autoridades públicas, tanto 

administrativas como judiciales, están obligadas a acatar los precedentes 
que fije la Corte Constitucional[11]. De igual forma, preciso que si bien es 

cierto que la tutela no tiene efectos más allá del caso objeto de 
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controversia, la ratio decidendi constituye un precedente de obligatorio 
cumplimiento para las autoridades públicas, “ya que además de ser el 
fundamento normativo de la decisión judicial, define, frente a una 

situación fáctica determinada, la correcta interpretación y, por ende, la 
correcta aplicación de una norma”[12]. 

 
Tenemos, entonces, que bajo la argumentación esgrimida por la señora 

Directora del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, no hay ninguna ley ni 
decreto ley que le confiera a esa entidad facultades sancionatorias ni que 
determine cuáles conductas son constitutivas de faltas administrativas y ni 

cuáles son las sanciones que podría imponer; que el ICBF, con plena consciencia 
ha decidido no atender ni respetar el precedente jurisprudencial expresado por 

las altas cortes, en especial por la Corte Constitucional como guardiana e 
intérprete de la Constitución Política de Colombia; que, a pesar de la profusa 
jurisprudencia que le fue citada, decidió desconocerla y no referirse a ella en la 

fundamentación de una decisión que, a todas luces, contraría el ordenamiento 
jurídico colombiano. 

 
2. Como ha de recordarse, aunque el acto administrativo aquí recurrido se 

profirió con fecha 31 de agosto de 2023, el correo a través del cual se 

notificó su contenido tiene fecha 1 de septiembre de 2023. 
Reiteramos que el presente proceso viola de principio a fin el artículo 29 

de la Constitución Política de Colombia. Pero esta reiteración no nos priva 
del derecho de señalarle al Despacho que, al haber sido notificado el acto 
sancionatorio el día 1 de septiembre de 2023, la facultad sancionatoria 

sobre cualquier hecho ocurrido antes del 31 de agosto de 2020 (además 
de inexistente) está caducada. 

 
En este orden de ideas, es claro que solo los hallazgos 1 y 2 podrían ser 
pasibles de sanción, a condición de que se acredite que los hechos que lo 

componen ocurrieron luego del 2 de septiembre de 2020. 
Si se tiene en cuenta que la visita se realizó los días 10 y 11 de septiembre 

de 2020, solamente podrían ser sancionables los hechos ocurridos entre 
el 2 y el 11 de septiembre de 2020. Ahora bien, habrá que ver, de esos 
hallazgos cuales eran susceptibles de cumplirse con posterioridad 

después del 11 de septiembre, ya que en ese caso no se habría 
configurado ningún hallazgo. 

Decantados los hallazgos (insisto en que no se está aceptando la legalidad 
del presente proceso y solo se está especulando sobre el escenario que 
el ICBF propone), habría que ver el grado de vulneración de las normas 

aplicables y la real vulneración de los derechos de los beneficiarios 
afectados con cada hecho, en concreto. Esto en el entendido, como se 
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dijo en memorial anterior, de que en Colombia no se acepta la modalidad 
de responsabilidad objetiva. 
 

Por el respeto que tengo hacia su trayectoria profesional y pública y convencido 
de que en todas las circunstancias de la vida es menester actuar con lealtad, 

me permito, señora Directora, invitarla a leer completa la sentencia C-335 de 
2008 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), pues en ella se desarrolla con holgura 

el efecto que tiene sobre la persona del funcionario público el desconocimiento 
de los precedentes jurisprudenciales. No ignoro que dentro de los muchos 
negocios y documentos que presentan para su firma, este sea uno de los más 

irrelevantes y deba usted confiar en el trabajo de su cuerpo consultivo. 
Probablemente ellos no tengan prestigios personales y profesionales qué 

proteger (pues a ellos también les cabría responsabilidad legal), pero la imagen 
y el reconocimiento de que usted dispone, amén de la alta responsabilidad 
política que recae en sus manos debería llevarla a consultar una opinión 

independiente que, despojada del torpe deseo de imponer autoridad, le señale 
que este y todos los procesos sancionatorios administrativos del ICBF están 

desprovistos de la licitud necesaria para hacer justicia administrativa. 
 
De la señora Directora, con toda atención 

 
 

 
 
CAMILO ALBERTO ARENAS RENDÓN 

Representante legal 
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CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 
 

Resolución No. 6015 del 31 de agosto de 2023 
 
 

En Bogotá D.C., a los veinte (20) días del mes de septiembre de dos mil veinticuatro 
(2024), el Jefe de la Oficina de Aseguramiento a la Calidad del Instituto Colombiano 

de Bienestar Familiar – ICBF, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del 
artículo 87 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (Ley 1437 de 2011), hace constar que la Resolución No. 6015 del 

31 de agosto de 2024 “Por medio del cual se resuelve el proceso administrativo 
sancionatorio adelantado en contra de la FUNDACIÓN CENTRO DE 

ESTIMULACIÓN, NIVELACIÓN Y DESARROLLO – CEDESNID, identificada con 
NIT. 860.071.892-7” fue notificada de forma electrónica el 01 de septiembre de 
2024, al Representante legal el señor Camilo Albero Arenas Rendón, quien dentro de 

los diez (10) días siguientes a la notificación interpuso recurso de reposición, el cual 
fue resuelto mediante la Resolución No. 4087 del 06 de septiembre de 2024, 

notificada por medios electrónicos el nueve (09) de septiembre de dos mil veinticuatro 
(2024). 
 

Por lo anterior, se declara ejecutoriada la mencionada providencia para todos los 
efectos legales a los diez (10) días del mes de septiembre de dos mil veinticuatro 

(2024), quedando finalizado el Proceso Administrativo Sancionatorio. 
 
 

 
 

JEASON ARIEL COSSIO IBARGÜEN 
Jefe de la Oficina de Aseguramiento a la Calidad 
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